///

24

A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 25 de junio de 2008, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Hitters, Pettigiani, de Lázzari, Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 91.962, "Rabellino, Reinaldo Oscar contra Folguera S.A. Restitución".

A N T E C E D E N T E S


La Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de San Nicolás de los Arroyos, en lo que interesa destacar, confirmó la sentencia de primera instancia que, a su turno, rechazó la demanda impetrada por el actor Rabellino contra Folguera S.A. (hoy en quiebra) por restitución de granos y ordenó que aquellos embargados le sean restituidos al síndico (v. fs. 107/110).


Se interpusieron, por la parte actora, recursos extraordinarios de nulidad e inaplicabilidad de ley.


Oído el señor Subprocurador General, dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de dictar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar las siguientes

C U E S T I O N E S


1ª. ¿Es fundado el recurso extraordinario de nulidad?


    Caso negativo:


2ª. ¿Lo es el de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


I. El tribunal a quo departamental, en lo que interesa destacar, confirmó la sentencia de primera instancia que, a su turno, rechazó la demanda impetrada por el actor Rabellino contra Folguera S.A. (hoy en quiebra) por restitución de granos y ordenó que aquellos embargados le sean restituidos al síndico (v. fs. 107/110).


II. Contra esta forma de resolver se alza, por apoderado, el actor Reinaldo Oscar Rabellino mediante el recurso extraordinario de nulidad de fs. 126/127 por el que denuncia la violación de los arts. 15 y 168 de la Constitución provincial; 17 y 18 de su par nacional y al principio de congruencia (v. fs. cits.).


Sostiene que se ha omitido la consideración de una cuestión esencial para la resolución de la presente causa, siendo ella la acción de restitución derivada del contrato de depósito de granos regulada por las leyes 928 y 9643 y dec. ley 6698/1963 y sus modificaciones y reglamentaciones (v. fs. cits.).


III. En coincidencia con lo aconsejado por el señor Subprocurador General, opino que el recurso no puede prosperar.


De una simple lectura del fallo criticado surge la sinrazón de la protesta, ya que la acción que se dice omitida y su normativa aplicable ha sido resuelta expresamente por la alzada a fs. 107/110, sólo que con un encuadre jurídico distinto al pretendido y en forma contraria a los intereses del recurrente, siendo extraña a la competencia de esta Corte el acierto o error de la decisión (conf. Ac. 88.130, sent. del 7-XII-2005).


En consecuencia, corresponde rechazar el planteo nulitivo articulado (conf. art. 298, C.P.C.C.).


En definitiva, de conformidad a lo dictaminado por el señor Subprocurador General, no habiéndose demostrado las infracciones constitucionales denunciadas (conf. art. 298, Cód. cit.), doy mi voto por la negativa.


Los señores jueces doctores Pettigiani, de Lázzari y Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votaron la primera cuestión también por la negativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


I. Contra el mismo pronunciamiento deduce el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley obrante a fs. 127/134. Allí denuncia la transgresión a los arts. 606, 609, 2208, 2220, 2324, 2326 y 2762 del Código Civil y 138, 200, 218, 239, 240, 241, 243, 244, 246, 248 y concs. de la Ley de Quiebras y errónea aplicación de los arts. 54 y 57 del dec. ley 6698/1963 (v. fs. 127 y sgtes.).


En síntesis, estos son sus agravios:


Dice que yerra el tribunal al tratar el caso como una acción reivindicatoria, cuando lo planteado era una restitución de bienes de tercero en una quiebra, que se rige expresamente por el dec. ley 6698/1963 y no por las normas del Código Civil, tal como lo ha planteado tanto en la demanda, como en otras presentaciones que cita a fs. 127 y siguientes.


Asevera que vuelve a errar la alzada en el encuadre de la acción, puesto que su parte no inició el pedido de restitución establecido en el art. 138 de la Ley de Concursos y Quiebra, mediante el procedimiento regido por el art. 188 de la citada ley, sino la restitución de depósito agrario.


Afirma que no se ha ponderado debidamente el certificado de depósito obrante en autos, en tanto se lo considera como crédito a favor de su parte y no título de dominio y se confunde la pérdida de identidad establecida en el art. 57 del dec. ley 6698/1963 con la transmisión de dominio, desvirtuando la naturaleza del citado certificado, calificando equivocadamente por ello a la relación negocial como un depósito irregular.


Concluye en que en este caso es de aplicación lo dispuesto por el art. 572 y siguientes del Código de Comercio, por tratarse de un depósito comercial y de ninguna manera lo normado por el art. 2220 del Código Civil, como lo interpreta erróneamente el juzgador de la sentencia en crisis y agrega que su parte es acreedora de una cantidad y calidad determinada de cereal (art. 57, dec. ley 6698/1963), y ese cereal se encuentra disponible, como ocurre en autos, eso es lo que se le debe entregar y no hay razón para obligarlo a verificar un crédito dinerario que sería abonado en moneda de quiebra.


II. El recurso no puede prosperar.


1. Cabe señalar inicialmente que equivoca su crítica el quejoso cuando alude a una confusión entre la acción deducida y la calificación que de la misma ha hecho el a quo.


a) Pretende el incidentista apartar de los activos propios del proceso concursal la cantidad de cereales que oportunamente depositara en los silos de la firma Folguera S.A., afirmando que la titularidad de dichos bienes no pertenece a la firma fallida, por lo que es ajena a toda posible agresión de los acreedores.


b) Sabido es que uno de los principales corolarios del desapoderamiento a que se ve sometido el quebrado, es la inmediata incautación de los bienes que tiene en su poder (art. 177, ley 24.522), sin que la ley permita discriminar ab initio el título por el que aquél posee dichos bienes.


Como contrapartida necesaria de semejante agresión material sobre cosas que quizás no pertenecen al insolvente, la ley especial establece los mecanismos pertinentes para asegurar que quienes resulten los titulares dominiales de dichos bienes, o acreedores a su restitución, puedan apartarlas de la masa activa falencial, demostrando que la tenencia de las mismas no responde a un derecho de dominio por parte de la concursada (arts. 138 y 188, L.C.Q.).


Estas acciones de depuración de la masa pueden ser entabladas a través de pretensiones reales reivindicatorias, que en su caso reclamarán la verificación de los extremos propios de dichos remedios (en particular, la titularidad del dominio por el legitimado activo) o, como estipula el art. 138 de la ley falimentaria, por medio del pedido de restitución de las cosas "que hubieran sido entregadas -a la quebrada- por título no destinado a transferirle el dominio" (para lo cual no resulta necesario para el tercero acreditar la propiedad de la cosa, sino que le bastará con demostrar que su entrega fue concretada sin vocación de transferir la titularidad).


De las resultas de estas acciones queda perfilada la "masa activa de derecho" (que es sobre la que verdaderamente se deben cobrar los acreedores del concurso), frente a la "masa activa de hecho" -integrada genéricamente por todos los bienes incautados- (v., en este sentido, Heredia, Tratado exegético de derecho concursal, Bs. As., Ábaco, t. 4, pág. 968).


c) Formulada esta aclaración, reitero que corresponde rechazar la crítica del quejoso basada en la desinteligencia que pregona respecto de la alzada, en cuanto a la determinación de la acción incoada.


No advierto que el a quo haya confundido su reclamo con una reivindicación del derecho común. Lo que procuró aclarar el sentenciante, es que independientemente de las diferencias que puedan pregonarse respecto de los diversos mecanismos de "depuración" de la masa (acciones de separación, reivindicación), lo cierto es que todos ellos requieren el cumplimiento de un presupuesto común: la individualización del bien cuyo apartamiento se pretende.


Es decir, que a juicio de la Cámara resulta inviable remover un bien o un conjunto de bienes del acervo concursal, sin especificarlos concretamente, carga que no se ve satisfecha por la referencia a cantidades de cosas de determinada calidad, como ocurre en autos con el cereal depositado.


2. Aclarado este primer aspecto de la controversia relativo a la (inexistente) desinterpretación de la acción deducida, cabe analizar si ha sido correcta la solución propiciada en ambas instancias de grado, por la que se rechazó la restitución de la soja colocada oportunamente en custodia de Folguera S.A.


Como adelanté, no son de recibo las críticas ensayadas contra ese modo de resolver del a quo.


a) Según fuera adelantado, el art. 138 de la ley 24.522 estatuye que "cuando existan en poder del fallido bienes que le hubieren sido entregados por título no destinado a transferirle el dominio, los terceros que tuvieren derecho a la restitución pueden solicitarla, previa acreditación de su derecho conforme con el artículo 188".


He puntualizado supra el fundamento y las características de este sistema de "saneamiento" del conjunto de bienes a distribuir en el concurso.


Resta definir si en autos se presentan los presupuestos necesarios para admitir la separación del cereal depositado respecto de la universalidad incautada por los efectos de la quiebra.


b) La doctrina ha reconocido los efectos de la distinción que en esta materia cabe formular entre las dos especies principales de depósito: el regular y el irregular.


Sabido es que la sistemática del ordenamiento civil al caracterizar en qué casos nos hallamos ante una u otra categoría, ha sido objeto de reparos. En efecto, de la ejemplificación contenida en los arts. 2188 y 2189 del aludido ordenamiento no surgen con claridad los elementos que hacen procedente encasillar el contrato en una u otra variante.


López de Zavalía concluye al respecto que lo relevante para tal discriminación depende de la voluntad de las partes y específicamente de mentar a la cosa a restituir como cierta o como incierta. En el primer caso, el depósito es considerado regular y la restitución se hará por "devolución"; en el segundo, se da la variante de depósito irregular y la restitución de hace por "sustitución" (autor cit., Teoría de los contratos, t. 4, pág. 405).


Siguiendo estas premisas, cabe considerar al depósito de marras como "irregular", en la medida en que la mercadería cuya restitución se solicita consiste en un cuerpo de cosas fungibles, en las que sólo se determina la cantidad y se enuncian algunas notas generales relativas a la calidad del grano, cumplimentadas las cuales "todo individuo de la especie equivale a otro de la misma especie" (art. 2324, Cód. Civ.). 


Se trata entonces de una obligación de restituir cosas inciertas (art. 606 del ordenamiento citado), caracterizada por dos notas salientes: a) la falta de individualización de su objeto y b) la fungibilidad del mismo, en cuanto a que puede ser sustituido indiferentemente por otro que sea de la mismo especie y calidad (Llambías, Tratado de Derecho Civil. Obligaciones, t. II-A, pág. 148).


c) La afirmación precedente no se ve obstaculizada por la prédica del quejoso acerca de la especialidad del régimen que para el contrato de marras establece el dec. ley 6698/1963.


A mi entender, las disposiciones de dicho cuerpo normativo no impiden afirmar que el depósito de cereales entre dentro de la categoría de depósito irregular.


Por el contrario, el art. 57 del aludido ordenamiento dispone que cuando la mercadería entra al elevador, o instalación habilitada al efecto, dentro del régimen de pérdida de identidad, el titular del certificado de depósito adquiere la calidad de acreedor por cantidad equivalente de igual grano y clasificación.


Se trata, en definitiva, de una aplicación concreta del régimen estatuido por los arts. 608 y 2220 del Código Civil, ya que si no se procede a la individualización del cereal -procedimiento que permite verificar la identidad del objeto de la obligación de restituir- la única forma de materializar la devolución es -como señalara antes- la "sustitución" de las cosas por otras de igual especie y cantidad.


d) De este modo, las características mismas de la prestación debida por el obligado en el depósito irregular inspiran la solución legal propiciada en el art. 2191 del Código Civil para esta especie contractual.


De acuerdo a esta disposición, en los casos de depósito irregular se entiende que la cosa transmitida "pasa al dominio del depositario", sin perjuicio -obviamente- de la obligación de restitución que pesa sobre éste, que habrá de materializarse del modo previsto en los arts. 608 y 2220 del cuerpo fondal citado (conf. asimismo art. 57, dec. ley 6698/1963), es decir, con la entrega de la misma cantidad de cosas de las mismas cualidades.


Se trata -reitero- de una solución legal que condice con las características de las mercancías sobre las que versa el negocio, en las que no se ha procedido a su individualización. Como dije, esto hace que la restitución no pueda ser concretada a través de la devolución de los artículos, sino mediante la sustitución de los mismos por otros iguales.


Esta Corte se ha pronunciado en tal sentido expresando que si el depositario irregular no está obligado a devolver las mismas cosas que recibió sino sólo de la misma especie y calidad, resulta evidente que el depositante, al entregar la cantidad depositada, pierde el dominio de lo que entrega y lo transmite al depositario (Ac. 40.199, sent. del 13-VI-1989 -el resaltado es propio; v. asimismo, en cuanto a la transmisión del dominio de la cosa depositada en este tipo contractual: Spota, A., Instituciones de Derecho Civil. Contratos, v. VIII, págs. 381, 382 y 413).


e) Siendo ello así, la solución propiciada por el a quo no ha incurrido en las vulneraciones normativas denunciadas.


La posibilidad de restitución de bienes de terceros contemplada en los arts. 138 y 188 de la ley 24.522 reclama que los bienes sobre los que versa el pedido no hayan sido entregados al concursado por título destinado a transmitir el dominio.


Si, como hemos visto, la entrega de bienes en depósito irregular importa (por expresa disposición legal, art. 2191, Cód. Civ., basada en las características del negocio) la transferencia de su titularidad, sólo queda al acreedor de la restitución (arts. 57, dec. ley 6698/1963; 608 y 2220, Cód. Civ.) insinuar su derecho en el pasivo falencial.


No desconozco que en alguna oportunidad la Corte Suprema de la Nación avizoró una solución diversa en situaciones que poseen algunos puntos de contacto con las debatidas en el sub judice. 


En efecto, hace ya varios años (causa "Bodegas Quirós S.A.", sent. del 23-V-1978, Fallos 300:548) el Máximo Tribunal se expidió por mayoría avalando la restitución de objetos "determinados en su género, especie, cantidad y calidad" (se trataba de uvas sometidas al proceso productivo de la empresa fallida), considerando que en tal hipótesis cabía considerar al peticionante como "acreedor del dominio" (antiguo instituto previsto en la derogada ley 11.719 que -como es sabido- resulta el antecedente de la regulación actual de los arts. 138 y 188, ley 24.522). 


Pese a que las características específicas de cada caso y el diferente marco regulatorio en el que se encasillara dicho precedente, las analogías permitirían trasladar la solución propiciada en dicha oportunidad por el cimero cuerpo jurisdiccional.


Sin embargo, si bien es cierto que soy de la opinión que la jurisprudencia de dicho tribunal es vinculante para los jueces inferiores (mis votos en las causas Ac. 55.536, sent. del 24-X-1995; Ac. 59.979, sent. del 2-VII-1996, Ac. 85.566, sent. del 25-VII-2002 Ac. 91.478, sent. del 5-V-2004, entre muchos) siempre he sostenido que ello es así, en principio, porque entiendo que en determinadas circunstancias es posible apartarse, por ejemplo, cuando la doctrina legal no ha tenido una razonable reiteración, lo que demuestra que no se ha consolidado (Piug Brutau, "Introducción al Derecho Comercial", Barcelona, Edit. Bosch, año 1981, pág. 255), si ha cambiado la integración del tribunal emisor, o si ha habido discrepancias argumentales en las opiniones de sus miembros (v. mi voto en causas Ac. 57.048, sent. del 18-III-1997; Ac. 76.907, sent. del 19-XII-2001; Ac. 78.917, sent. del 23-XII-2003; Ac. 85.060, sent. del 1-IV-2004).


III. Por lo expuesto, no habiendo sido demostradas las infracciones legales alegadas por el impugnante, cabe rechazar el recurso extraordinario deducido, con costas (art. 289, C.P.C.C.).


Voto por la negativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:


I.- Por los mismos fundamentos que los emitidos por el doctor Hitters en su voto, adhiero al mismo.


II.- Es posible agregar -en lo concerniente a la alegada necesidad de precisión de la acción que en autos ejerce el accionante- que el estado de insolvencia patrimonial de la accionada impuso la consecuente aplicación del régimen falencial a todas las vinculaciones jurídicas que la misma mantenía a la época de la apertura de su concurso preventivo, debiéndose necesariamente entender que la presente acción -deducida originariamente dentro del marco de los arts. 603, 606, 608, 613, 614, 615, 2226 y ccdtes. del Código Civil (fs. 8/11)- debió transformarse -atento su naturaleza y por aplicación de los principios de universalidad y normativa especial contenidos en el marco jurídico falencial- en aquella prevista concretamente por el art. 138 de la ley 24.522 (conf. arts. 1, 21, 77, 106, 125, 126, 132, 138 y ccdtes., L.C.Q.), aún cuando subsidiariamente subsista la pretensión verificatoria del accionante en los términos del art. 21 de la ley 24.522 (fs. 18 vta. y 19).


III.- Por otro lado, en lo concerniente a la alegada violación a la normativa específica que cita el recurrente (dec. ley 6698/1963) como incurrida por el tribunal a quo en la consideración de la titularidad de los bienes cuya restitución reclamó, en forma adicional a lo expresado por mi colega preopinante es posible afirmar que las operaciones de depósito de productos agrarios allí prevista no escapan a la clásica distinción del instituto contractual del depósito, en sus modalidades "regular" e "irregular", pues tales calidades, en tanto opuestas y excluyentes por definición, dotan al contrato suscripto entre depositante y depositario de las notas características de la certeza de los objetos entregados, su individualización durante el cumplimiento del depósito, su titularidad, la posibilidad de disposición de los mismos por el depositario, y la forma en que éstos han de ser devueltos al depositante. 


Entiendo que los arts. 57 y 94 del dec. ley 6698/1963 contemplan ambas modalidades de depósito de granos.


El primero prevé el tipo contractual con pérdida de identidad de los granos, del cual debe resultar necesariamente que nace en cabeza del titular del certificado de depósito un crédito por cierta cantidad y calidad del producto depositado, sin que el depositante pueda válidamente exigir al depositario la restitución de los específicos granos entregados en depósito (arg. art. 57, dec. ley 6698/1963). 


El segundo prevé la posibilidad de aplicar toda la normativa específica de los "certificados de depósito" a los depósitos de mercadería individualizada (art. 94, dec. ley 6698/1963). Podría haber requerido el accionante, al tiempo de depositar sus granos en los almacenes del depositario, la individualización de sus productos, su identificación, su separación, su almacenaje exclusivo, u otra forma de individualización de sus granos de manera que los mismos no pudieran ser mezclados con otros de terceros depositantes (arg. art. 2188, inc. 2, Cód. Civil). 


Sin embargo, ello no ocurrió. 


No sólo no se distinguieron los granos del depositante al tiempo de su ingreso al depósito, sino que los usos y costumbres comerciales (arts. 217 y 218 inc. 6, Cód. Com.) de dicha actividad impiden -por lo general- reconocer la identidad del objeto entregado con aquel luego recibido al tiempo de la finalización del contrato.


La propia mecánica de funcionamiento de los silos confirma dicho aserto, toda vez que los granos suelen ingresar al silo por el elevador y ser luego restituidos a los titulares de los certificados y talones a través de una compuerta ubicada en otro sector. Luego, dicha modalidad negocial debe entenderse como un depósito irregular. Contra la presentación del certificado de depósito en legal forma, el depositario entrega al titular del mismo la cantidad y calidad del producto allí indicado, sin exigencia legal de que tales granos que se restituyen sean exactamente aquellos oportunamente dados en depósito. 


Este carácter se impone en la citada modalidad contractual aún cuando como en el caso el depositario no deba legítimamente disponer de los granos que recibe en sus depósitos sino en favor de quienes presenten los referidos certificados de depósito en orden (arg. arts. 72, 88 y ccdtes. dec. ley 6698/1963). Ello así pues de un lado, la imposibilidad de disposición del objeto dado en depósito   -atento sus características (granos)- no modifica el carácter irregular del mismo (art. 2189 inc. 1, Cód. Civil); si bien de otro es preciso reconocer que la falta de individualización de los granos permite de hecho al depositario disponer de los mismos, en beneficio de los titulares de los diversos certificados de depósito, cuando éstos presentan tales documentos y obtienen la entrega de cantidades y calidades semejantes a las oportunamente entregadas en depósito, pero no necesariamente las mismas. 


Esa disposición que de hecho realiza el depositario, de los granos traídos por el depositante, al tiempo de entregar semejantes calidades y cantidades a quienes le presenten los diferentes certificados de depósito en debida forma, caracteriza la relación real que vincula al mismo con los granos en su poder. No es posible al depositante exigir al depositario la restitución de los mismos objetos depositados, debiendo conformarse con cantidades y calidades semejantes a las oportunamente entregadas.


Coincido entonces con mi colega preopinante en que el decisorio en recurso no vulneró la recta interpretación que ha de darle a las normas citadas, atento su aplicación al caso concreto.


IV.- Por otro lado, la falta de individualización de los bienes cuya restitución se reclama en autos impide su procedencia, pues más allá de la consideración sobre el vínculo real existente entre el depositario y los objetos depositados, cierto es que -aún cuanto más no sea en el terreno de las posibilidades- podría ocurrir que coexistieran coetáneamente varios tenedores de certificados de depósito en procura de una misma cantidad y calidad de granos depositados en los almacenes de la concursada, superando los requerimientos las propias existencias. Ante dicha situación, no es posible reconocer primacía y/o titularidad dominial alguna a quien primero se presente, en desmedro de quienes lo hagan con posterioridad, pues tal proceder resultaría contrario a la garantía que el régimen falencial asegura a los acreedores del concursado o fallido (arts. 57, 68, 72 y ccdtes. dec. ley 6698/1963; 1, 4, 41, 43, 44, 48, 52, 118, 119, 120, 122, 221, 222, 239, 241, 249 y ccdtes., ley 24.522). 


Así, aún si los granos fueron entregados bajo el régimen de pérdida de identidad pero pudieran ser de alguna manera identificados con otros o entre otros de su misma especie y calidad, eventualmente sólo cabría su posible separación y formación de concurso especial -judicial o extrajudicial- entre todos los tenedores de certificados y/o talones pertenecientes a un mismo depósito (arts. 126 y 209, L.C.Q.) en tanto pudiere demostrarse la garantía real y/o privilegio especial que se alegare; mas siempre resultará improponible la acción prevista en el art. 138 de la Ley de Concursos y Quiebra.


V.- En cuanto respecta a la invocación del precedente del Máximo Tribunal de la Nación ("S.A. Bodegas Quiros", del 23-V-1978, en Fallos 300:548), que realiza el recurrente adjudicándole el carácter de doctrina legal a ser seguida por esta Corte, más allá de lo correctamente expuesto por mi colega preopinante, es posible agregar que dicho precedente fue dictado ante circunstancias (i) fácticas (contrato de maquila de uva entre depositante y productor, quien debía restituir al término del contrato una cantidad determinada de vino luego de su elaboración) y (ii) jurídicas (las leyes 18.600 y 17.662 -arts. 2, 3, 4, 8 y 10- conservaban la propiedad del vino en cabeza del viñatero) sustancialmente disímiles a las evidenciadas en el presente caso (art. 57, dec. ley 6698/1963). Tan distinta resulta la situación jurídica del contrato de maquila de esta otra constituida por el contrato de depósito de granos, que expresamente la ley 25.113 ha ratificado dicha distancia incluso incorporando al art. 138  de la Ley de Concursos y Quiebra la oración final en su primer párrafo, con el aclarado de que tales contratos deben hallarse bajo registro   -como método de identificación y oponibilidad del mismo-.


VI.- Por todo lo expuesto y adhesión referida en el Punto I de la presente cuestión, voto por la negativa.


El señor Juez doctor de Lázzari, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Pettigiani, votó la segunda cuestión planteada también por la negativa.

La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votó la segunda cuestión planteada también por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A 


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, de conformidad con lo dictaminado por el señor Subprocurador General, se rechazan los recursos extraordinarios de nulidad y de inaplicabilidad de ley interpuestos; con costas (arts. 68, 289 y 298, C.P.C.C.).


El depósito previo, de $ 2500, efectuado a fs. 114, queda perdido para el recurrente (art. 294, C.P.C.C.), debiendo el tribunal dar cumplimiento a lo dispuesto por los arts. 6 y 7 de la Resolución 425/2002 (texto Resol. 870/2002).


Notifíquese y devuélvase. 
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